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1- Introducción 

En un interesante trabajo Theda Skocpol señala que los significados de la vida pública y de 

las formas colectivas a través de las cuales los grupos adquieren conciencia de los objetivos 

políticos y trabajan para alcanzarlos surgen de los puntos de encuentro de los Estados y las 

sociedades (Skocpol, 1989: 193). Sus dichos incitan a reflexionar sobre la potencialidad 

que detentan las políticas públicas cuando son el fruto de la combinación de iniciativas 

estatales y vecinales. A este objetivo apuntó el Plan de Caminos de Fomento Agrícola 

(sancionado en 1956), el cual puede ser considerado punto de inflexión dentro de las obras 

públicas en materia vial rural.  

Los caminos rurales -aquellos que permiten el acceso a las explotaciones agropecuarias y 

que corresponden a las redes viales secundaria o terciaria, bajo control provincial o 

municipal- cumplen un importante rol en el desarrollo de las actividades productivas y en la 

mejora de la condiciones de vida de la población rural. No sólo constituyen elementos 

indispensables para la producción y comercialización de los productos agropecuarios, sino 

que también favorecen la comunicación y el acceso a la educación y a la salud. En un país 

de vastas dimensiones y con una débil integración, donde la infraestructura de transporte 

resultaba insuficiente, dicho Plan puede leerse como la actualización de un anhelo 

decimonónico, aquel de erigir un país más unido e integrado. Una vez más, la política vial 
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se vertebraba con la economía agraria, aunque esta vez habría dado lugar a una nueva 

etapa.  

En la Argentina, no abundan los trabajos sobre vialidad, y la mayor parte de ellos se 

dedican a la primera mitad del siglo XX. Se la ha abordado desde una perspectiva 

económica, en relación a los avances de la industria automotriz (García Heras, 1985), la 

incidencia de los importadores de automóviles (Ospital, 2002) y su complementariedad con 

el ferrocarril (Gómez y Tchordonkian, 2014). Con una impronta social, algunos estudios se 

han abocado a la vinculación entre automóvil, camino y turismo (Scarzanella, 1998; 

Ospital, 2005) y las intervenciones públicas en materia de vialidad y turismo del Automóvil 

Club Argentino y del Touring Club Argentino (Piglia, 2014). También ha sido examinada 

la contribución de las carreras automovilísticas y del turismo a la construcción de un 

imaginario del camino y a la difusión del automóvil (Gorelik, 1987; Ballent y Gorelik, 

2001; Ballent, 2005). Por otra parte, pueden registrarse otros aportes desde la historia del 

Estado, por ejemplo, sobre la acción de los ingenieros en las reparticiones estatales 

(Ballent, 2008) y la relación entre expertos y saberes viales de Estados Unidos y la 

Argentina (Gruschetsky, 2012). En tanto, es muy poco lo escrito sobre la provincia de 

Buenos Aires en particular (Piglia, 2011; Fernández, 2016). 

En vista de su impacto socio-económico y de que resulta aún un área relativamente vacante 

de estudios desde una perspectiva histórica, el propósito de la ponencia es reconstruir las 

políticas públicas sobre los caminos rurales. Con el foco puesto en el Plan de Caminos de 

Fomento Agrícola, se analizarán sus antecedentes, novedades y repercusiones, en un 

contexto signado por la modernización del agro pampeano y la centralidad de la idea de 

desarrollo. Asimismo, se incursionará de modo preliminar en las derivaciones normativas e 

institucionales en la provincia de Buenos Aires. En base a fuentes oficiales y publicaciones 

periódicas, se atenderán los siguientes interrogantes: ¿Qué novedades introdujo el Plan de 

Caminos de Fomento Agrícola? ¿De qué modo se articularon los diferentes niveles de 

gobierno (nacional, provincial y municipal) y la sociedad civil en materia de planificación, 

financiación, ejecución y mantenimiento de la red vial en el agro? ¿Cuál fue la 

correspondencia entre las problemáticas de los caminos rurales y las políticas públicas 

implementadas? Para incursionar en la temática se caracterizarán los caminos municipales  
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y su lugar dentro de las políticas viales durante la primera mitad del siglo XX. En segundo 

término, se procederá a la contextualización histórica y al análisis del Plan de Caminos de 

Fomento Agrícola y de sus repercusiones periodísticas al momento de ser lanzado. 

Finalizaremos nuestro recorrido con una aproximación inicial a sus derivaciones en la 

provincia de Buenos Aires. 

Para este trabajo resulta un aporte la perspectiva de Oszlak y O´Donnell, para quienes las 

políticas estatales constituyen un conjunto de acciones y omisiones que manifiestan una 

determinada modalidad de intervención del Estado en relación con una cuestión que concita 

atención, interés o movilización de otros actores en la sociedad civil (Oszlak y O´Donnell, 

1976). Es decir, interactúan con un proceso social tejido alrededor de temas que las 

originan y suponen una priorización de los mismos. La selección prioritaria compone la 

agenda pública, que nos muestra cuál es la percepción de los poderes públicos sobre lo que 

se debe atender y resolver (Tamayo Sáez, 1997). Por lo tanto, hay problemas y temas más 

proclives que otros a ser incluidos en la agenda institucional. Así como hay sujetos que 

detentan mayor grado de incidencia sobre los poderes públicos, la cultura política y 

organizativa de los estos últimos oficia de filtro en la percepción y resolución de los 

problemas.  

 

2- Los caminos municipales a mediados del siglo XX 

Desde el punto de vista técnico, la clasificación que históricamente se ha hecho de los 

caminos que componen la red total del país resulta de dividirla en tres sistemas coincidentes 

con las jurisdicciones que nacen de la organización político-administrativa: nacional, 

provincial y municipal. Tal enfoque es el que inspiró en la Ley Nacional de Vialidad (1932) 

la definición de las redes, las que a su vez varían de acuerdo su longitud e intensidad de 

circulación. Por entonces, la red municipal, también denominada indistintamente vecinal, 

comunal o terciaria, era la más extensa de las tres y se la establecía por exclusión (es decir, 

integrada por los caminos no incluidos en las redes nacionales y provinciales).  
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En el caso de la provincia de Buenos Aires, a mediados de la década de 1950, los datos 

estadísticos indican que, sobre 109.169 km de caminos en total, los de jurisdicción 

municipal ascendían estimativamente a 65.000 km, es decir, representaban el 59,54%. La 

red nacional estaba pavimentada en un 57,7%, la red provincial en un 5% y la municipal 

prácticamente no contaba con pavimento.1 Al igual que en resto del país y tal como 

cuestionaba la prensa local, casi todos los caminos comunales eran de tierra, de estado 

precario y por ellos el tránsito era condicional y de baja intensidad.2 Salvo casos aislados, 

faltaba una conservación permanente, con el agregado de que, en general, la maquinaria 

disponible extendía sus tareas a las calles de las plantas urbanas, por lo que la atención de 

los gobiernos municipales era inadecuada para hacer frente a una realidad proclive a la 

erosión y al anegamiento. De acuerdo al director de la Dirección Nacional de Vialidad 

(DNV), el equipo de las comunas bonaerenses para el servicio de conservación, podía 

estimarse entre el 10 y el 15% de las necesidades normales.3 Otro punto para destacar es 

que se carecía de un inventario de la red municipal, cuya evolución, en permanente 

movilidad, respondía más a un proceso de subdivisión de la propiedad inmobiliaria antes 

que a una planificación vial. 

La primera política respecto a los caminos comunales data de 1907: la ley 5.315, 

denominada Ley Mitre, que fomentó hasta 1947 la construcción de caminos de acceso a las 

estaciones ferroviarias. Establecía que el importe del 3% del producido líquido por las 

compañías ferroviarias sería aplicado a la construcción o mantenimiento de los puentes y 

caminos ordinarios de los municipios o departamentos cruzados por la línea, en primer 

término de los caminos que condujeran a las estaciones y en proporción a la extensión de 

vías en cada provincia (art.8).4 De modo que la planificación y edificación de caminos, 

complementarios al FFCC, fueron realizadas con los aportes y el criterio de las compañías 

ferroviarias. No existía un plan estatal que coordinara las reparticiones nacionales, 

                                                            
1Petriz, Pedro, “La vialidad provincial en Buenos Aires”, Carreteras, Nº 11, julio-septiembre de 1957, p. 7. 
2 Ejemplos de estos reclamos aparecen en El Tiempo (Pergamino),29/12/1952 y12/1/1953. El Argentino 

(Chascomús), 27/11/1945 y 30/8/1953. 
3Petriz, Pedro, op. cit. 
4República Argentina (RA), Boletín Oficial, Nº 4.168, p. 86. Primero los fondos estaban administrados por un 

ente autárquico y en 1925 pasó a depender directamente del MOP. 
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provinciales y municipales y que atendiera los gastos de conservación permanente.5 Para 

solucionar el problema de mantenimiento, en 1935 (art. 4, decreto 56.445) se las 

responsabilizó a las provincias de la tarea, pero la falta de recursos y de medios mecánicos 

imposibilitó el cumplimiento efectivo de la norma. Además, como los aportes viales 

estaban supeditados a los productos líquidos, se generó una gran desigualdad entre las 

provincias, en detrimento de aquellas cuyas condiciones de explotación ferroviaria no 

generaban un monto apreciable.6 Con el paso de los años, y en particular a partir de los 

años treinta, las compañías ferroviarias perdieron injerencia en el sector caminero, 

paralelamente a su declinación y a la competencia de los automotores. Entre 1933 y 1943, 

en promedio, el 20% del tendido vial fue el resultado de la aplicación de la ley 5.315; en el 

resto participó el Estado nacional, ya sea a través de la coparticipación nación-provincias o 

directamente con obras federales (Gómez y Tchordonkian, 2014: 19). Mientras se reducían 

los aportes de las empresas, el desarrollo de los caminos municipales quedó librado al 

esfuerzo del vecindario, de las comisiones de fomento y de los Intendentes.  

En la década de 1930, al mismo tiempo que la sustitución de importaciones emergía como 

una alternativa para paliar los inconvenientes derivados del cierre de mercados exteriores, 

la necesidad de “vivir con lo propio” impulsó un acercamiento con el interior del país y 

motorizó iniciativas vinculadas con el desarrollo de los caminos (Ballent y Gorelik, 2001). 

La principal tracción a la vialidad tuvo lugar a través de la ley 11.658/32, que creó un fondo 

nacional para el estudio, trazado, construcción, mejoramiento y conservación de caminos y 

obras anexas, obtenido por un impuesto sobre la nafta y los lubricantes. Conjuntamente, la 

creación de la DNV –dentro del Ministerio de Obras Públicas (MOP)- fue pensada para 

proyectar y ejecutar la red nacional de caminos y así dinamizar las actividades económicas 

y lograr la efectiva integración del territorio (Piglia, 2014). Dotada de autarquía, la 

presencia en su directorio de asociaciones agrarias, entidades automovilísticas y empresas 

del transporte la revestía de un aura de eficiencia. El proyecto original del director de DNV, 

el ingeniero Justiniano Allende Posse (1932-1939), replicaba el modelo norteamericano en 

                                                            
5 Touring Club Argentino, Memoria General del Primer Congreso Nacional de Vialidad, Buenos Aires, 1923, 

p. 115. 
6Touring Club Argentino, op. cit. 
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pos de la expansión de carreteras para servir a la producción, aunque la creciente 

importancia del turismo modificó parcialmente tal proyecto primigenio (Ospital, 2005). La 

ley fijó también una “ayuda federal” destinada a las noveles direcciones provinciales de 

vialidad. Junto a ellas, el intenso accionar de la DNV se tradujo en el tendido de una red 

nacional o troncal de carreteras, y de los caminos provinciales que empalmaban con ella. 

Los caminos terciarios no se habían convertido, por entonces, en una preocupación estatal 

inmediata. Ello obedece a que el criterio de la cantidad de tránsito y del bajo costo era 

determinante para la decisión de las prioridades camineras. 

En materia de vialidad, la etapa peronista significó una continuidad respecto a la década 

anterior (Gómez y Tchardonkian, 2014: 22), exceptuando la pérdida de autarquía de la 

DNV, que fue reorganizada y transformada en Administración General de Vialidad 

Nacional. Las políticas gubernamentales siguieron priorizando la explotación de recursos 

productivos y turísticos y la integración nacional. En segunda instancia, en especial en el 

último tiempo, se bregó por la conectividad con países limítrofes para mejorar la defensa y 

la exportación de productos. Cabe destacar la promoción de autopistas como forma de 

reducir accidentes, optimizar el consumo de automotores, descentralizar zonas más 

urbanizadas, incrementar el rendimiento de las calzadas por unidad de trocha, fomentar la 

higiene y mejorar la defensa nacional. La visión sistemática que se tenía del territorio y la 

preeminencia del criterio económico hicieron que se optara por la construcción de una 

extensa red de caminos nacionales de bajo costo. Sin embargo, el encarecimiento de la 

mano de obra, materiales, equipos y repuestos produjo una situación de precariedad en la 

cantidad de fondos disponibles para las obras viales, pese a haberse incrementado. Por otra 

parte, debe tenerse en cuenta que los gastos de conservación de los caminos eran 

superiores.  

En suma, no se había configurado una política orgánica y permanente. Las redes 

municipales, generalmente de tierra, por mucho tiempo no gozaron de la atención política 

de las autoridades, ni consideración en la opinión pública a nivel nacional, como sí lo 

tuvieron otros segmentos del transporte. Lo expresó con claridad el diputado Alende en 

1954 “ni los diarios ni las revistas de difusión popular dicen una sola palabra sobre la 

gravedad del problema vial (…) es el nuestro uno de los pocos países del mundo en el que 
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no se ha hecho conciencia caminera (…) no existen organizaciones populares que impulsen 

la acción del Estado y colaboren con soluciones y con su apoyo al fomento de la política 

vial”.7 Tendía a ser la prensa local la que, recogiendo el estado de ánimo de muchos 

productores, destacaba las malas condiciones de los caminos, así como la falta de vías de 

comunicación. Aunque también algunos ingenieros insistían en la relevancia del tema en 

eventos del campo disciplinar, ya desde el Primer Congreso Nacional de Ingeniería, 

celebrado en 1916. Lo mismo ocurrió en los congresos nacionales de vialidad organizados 

por el Touring Club desde 1922, en los que se documentan propuestas legislativas 

promotoras de los caminos municipales. 

Aunque la demanda a favor de una mayor injerencia estatal en la red vial terciaria 

constituía un reclamo que de modo marginal ciertos actores reiteraban sobre todo desde la 

década de 1930, la caída del peronismo en 1955 fue la circunstancia que, desde el punto de 

vista de la política gobernante, mostró oportuna la propuesta. El crecimiento del transporte 

automotriz, la paulatina pérdida de la carga del ferrocarril y la expansión agraria plantearon 

la necesidad de dar organicidad al desarrollo de los caminos alimentadores de la red 

troncal. En este marco, la Ley de Caminos de Fomento Agrícola fue la cristalización de una 

nueva concepción sobre el tema, al establecer una serie de principios básicos sobre los 

cuales debían ser tendidos los caminos. Si bien no fue nueva la asociación de éstos a la 

producción agraria, sí lo fue el modo el modo en que se manifestó la intervención del 

Estado en la materia. 

 

3- Modernización del agro, desarrollo y transportes 

Modernización y el desarrollo fueron prioridades en la agenda estatal tras el derrocamiento 

de Juan D. Perón. En materia económica, una de las principales consignas de la 

“Revolución Libertadora” consistía en la racionalidad y la planificación, en contraste con  

la demagogia y la dilapidación de recursos de la “segunda tiranía” peronista. Raúl Prebisch, 

prestigioso presidente de la CEPAL, fue contratado por el gobierno para que consignara un 

                                                            
7 Cámara de Diputados de la Nación, Diarios de Sesiones, 23/9/1954, tomo III, p. 1817. 
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diagnóstico de la economía nacional. Sus informes incentivaron un rico debate intelectual 

acerca del rol del capital extranjero y del Estado, así como de la relación entre el agro y la 

industria para el desarrollo económico (Altamirano, 1998). Dentro de su balance 

profundamente negativo, el asesor gubernamental ubicó la raíz del problema central, la 

precaria situación de divisas, en la postración de la producción agraria.8 Para cambiar este 

cuadro desolador, en sintonía con un pensamiento de la época, aconsejaba el aumento de la 

productividad, a partir de la mecanización y del impulso de nuevas formas de producción, 

exportaciones e investigación científica. Sus propuestas contenían un programa de políticas 

sin demora para el sector agropecuario, entre ellas, fijar precios favorables, construir silos, 

facilitar la importación de maquinaria que no se produjera económicamente y crear un 

instituto de investigación y difusión tecnológica. Su estrategia de desarrollo propiciaba la 

solución de carencias en materia de transportes (viales y ferroviarios), dado que éstas 

constituían uno de los grandes obstáculos que desalentaban la modernización de la empresa 

rural. 

En un país convulsionado políticamente difícilmente podía llevarse adelante un ambicioso 

programa de medio y largo plazo, de modo que la conducción económica estuvo a la 

defensiva (Gerchunoff y Llach, 2010: 240; Ferrer y Rougier, 2012: 298). De todos modos, 

se adoptaron políticas más favorables para el sector agropecuario. La fuerte devaluación 

resultó –al menos en el corto plazo– el cambio más drástico, seguida de la disolución del 

IAPI, la liberación del precio de la carne, la fijación de un precio mínimo para los cereales 

(los cuales eran altos), beneficios impositivos, créditos subsidiados y la derogación del 

congelamiento de los arrendamientos. La recomposición de incentivos al agro, tendencia 

que ya se vislumbraba desde finales del gobierno peronista, facilitó la obtención de 

recursos. Además, influyó en la conducta de los productores el cambio en la oferta 

tecnológica, dando lugar a un proceso de expansión agrícola, inicialmente lenta (Barsky y 

Gelman, 2001: 333). Otra de las medidas relevantes del período fue la creación en 1956 del 

Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA), institución destinada a la 

                                                            
8Raúl Prebisch,  Informe preliminar acerca de la situación económica, Buenos Aires, 1955. Raúl Prebisch, 

Moneda sana o inflación incontenible. Plan de restablecimiento económico, Buenos Aires, 1956.  
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tecnificación y al mejoramiento de la empresa agraria y de la vida rural, en tiempos en que 

la cuestión tecnológica comenzó a ser problematizada como la llave maestra para salir del 

estancamiento. Este paradigma abrevaba en las ideas desarrollistas que promovían el rol 

decisivo del Estado para modernizar el aparto productivo.  

El análisis del período nos muestra que la decisión con la que se encaró la cuestión de los 

caminos rurales no se debió solamente a un diagnóstico de la crisis, sino también a un 

proyecto de desarrollo nacional de un sector insatisfecho hasta entonces con el gobierno 

nacional. Vialidad y desarrollo constituían dos caras de la misma moneda: “Visto que es 

propósito del Gobierno Provisional impulsar las obras de vialidad en todo el territorio del 

país y en la medida que su desarrollo económico exige”.9 

El gobierno depuesto era denostado por sus opositores como ineficiente, demagogo, 

centralizador y autoritario. La oposición a esta imagen guió numerosos decisiones del 

gobierno provisional. Al igual que en otras reparticiones, en el caso de la vial bregó por 

montar un aparato moderno, administrador y eficiente, diferente del heredado. En base a 

esta premisa, la repartición desempeñó un papel importante en el ensayo de políticas viales 

y marcó algunas discontinuidades respecto al gobierno peronista. Primero, el decreto-ley 

22.297/56 le restituyó la autarquía administrativa y el nombre de DNV. El ingeniero 

Justiniano Allende Posse volvió a ser nombrado director de esta última, y con él retornaron 

otros ingenieros que acreditaban experiencia pública en los años treinta.  Allende Posse era 

un acérrimo defensor de un sistema federal basado en dos principios: acción subsidiaria 

(implica que no hace un organismo mayor lo que pueden hacer mejor organismos más 

pequeños) y totalidad (todos convergen en los objetivos de un plan común).10Segundo, el 

decreto-ley 23.033/56 la dotó de mayores recursos y créditos. Otra norma complementaria, 

el decreto 3.103/56, determinó el aumento del aporte empresarial en concepto de 

gravámenes sobre combustibles y lubricantes al fondo de vialidad.11 

                                                            
9 República Argentina (RA), Ministerio de Obras Públicas (MOP), Administración General de Vialidad 

Nacional, Memoria. 1954-1955-1956, p. 11. 
10 Asociación Argentina de Carreteras, El camino argentino, pasado, presente y futuro, Buenos Aires, 1999, 

pp. 26-27. 
11 RA, MOP, Administración General de Vialidad Nacional, Memoria. 1954-1955-1956, p. 15. 
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Tercero, el decreto-ley 505/58le devolvió la completa autarquía a la DNV y los fondos 

propios, y creó el Consejo Vial Federal. Tal carácter se consideraba decisivo para que las 

obras se efectuaran con celeridad, ya que no requerían de la aprobación del ministro, sino 

de un directorio específico. Además, estableció modificaciones a en la estructura financiera, 

al contemplar no sólo la ampliación de recursos sino una nueva distribución de los mismos. 

En primer lugar, el impuesto interno a la nafta y al gasoil se aumentó a un 35% del precio 

de venta al público. En segundo lugar, se determinó que un 65% de los fondos percibidos se 

destinarían a la red nacional troncal, en tanto que el 35% restante sería para carreteras 

provinciales complementarias de dicha red.12 Este cambio benefició ampliamente a las 

provincias, que obtenían en concepto de contribución por Coparticipación Federal sumas 

más amplias a las instituidas anteriormente.13 Por último, creó la posibilidad de 

financiamiento por medio del peaje. 

Las medidas citadas fueron aplicadas dentro de un contexto político-ideológico que remitía 

a la defensa de la descentralización y de la iniciativa privada en el desarrollo económico. 

En la década del cincuenta las Naciones Unidas pusieron en circulación la expresión 

“desarrollo de la comunidad”, utilizada para designar aquellos procesos en los que los 

esfuerzos de la población sumaban a los de su gobierno para mejorar el nivel de vida de las 

comunidades.14 Se insistía en la necesidad de prestación de servicios técnicos, participación 

popular y colaboración entre los órganos de gobierno local y las organizaciones civiles. 

En este escenario, no fue casual que en 1961 se reuniera el Primer Congreso Vial Municipal 

de la Provincia de Buenos Aires, evento que implicó una reflexión explícita sobre el rol del 

Municipio y de los vecinos en materia de vialidad, contribuyendo a la concepción de ésta 

como un problema también local, no exclusivo de la Nación o de la Provincia. Desde esta 

                                                            
12RA, MOP, Administración General de Vialidad Nacional, Memoria. 1957-1958, Buenos Aires, 1960, pp. 

119-120. 
13 En 1933, cuando el precio de venta de la nafta era de 0,23 centavos el litro, las vialidades provinciales 

percibían dos centavos por litro, y la Nación, 5 centavos. El transcurso del tiempo, y por obra de sucesivas 

modificaciones, trajo aparejada una alteración de las relaciones entre fondos nacionales y provinciales. 

Mientras que los primeros pasaron de 5 a 20 centavos en 1956 (cuando el precio era de $ 2), los segundos se 

mantuvieron estacionarios. Gracias a la nueva disposición legislativa, la participación provincial pasó a ser de 

30 centavos por litro. RA, Boletín Oficial, N° 18.569, 22/1/1958, p. 1. El Argentino, 16/8/1956, p.2. 

Carreteras, Nº15, julio-septiembre de 1958, p. 2. 
14 Naciones Unidas, Desarrollo de la comunidad y desarrollo nacional: informe del Grupo Especial de 

Expertos designado por el secretario general de las Naciones Unidas, Nueva York, 1963, p. 4. 
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óptica, la planificación y la coordinación de la política vial no sólo era deber del Estado 

municipal, también de la sociedad civil, por lo que se consideraba preciso crear una 

conciencia vial. En el II Congreso Vial Municipal, celebrado en 1965, el presidente de la 

Comisión Organizadora, Ing. Bernardo Calderwood, enfatizaba la necesidad de la 

“descentralización vial”, así como en la “cooperación vial para el progreso tanto en el orden 

social como económico y político con la mira de un mejor bienestar general”.15 Entre otras 

cuestiones, se discutió sobre el papel de los consorcios y las comisiones municipales y se 

propuso la creación de un fondo vial municipal para obras viales rurales integrado por los 

interesados y la comuna. 

Otros hechos dan cuenta de la revitalización de la cuestión vial. En 1957 se erigió la 

Escuela de Ingeniería de Caminos, dependiente de la Dirección de Vialidad de la Provincia 

de Buenos Aires, que funcionó cómo ámbito de transmisión universitaria. Comenzó a 

publicarse en 1954 Noticias Camineras y al año siguiente la revista Carreteras, órganos de 

prensa de la recientemente creada Asociación Argentina de Carreteras. Desde allí se 

pugnaba por hacer caer la atención oficial sobre los caminos vecinales.16 Tanto en el VI 

Congreso Panamericano de Carreteras (1954), como en la sede de la Institución o por 

medio de distintas publicaciones, esta entidad trató exhaustivamente el asunto. La 

experiencia de Venezuela, México y Perú, sumada a la norteamericana, actuaba como 

inspiradora.17 De modo que, pese a que ya desde la década de 1920 se organizaban 

congresos y exposiciones vinculados a la vialidad, fue a partir de la década de 1950 cuando 

se hizo más visible la dupla vialidad/municipalidad. 

 

4- El Plan de Caminos de Fomento Agrícola y sus repercusiones 

El Plan de Caminos de Fomento Agrícola definió, por primera vez, una política explicita de 

desarrollo de caminos rurales a través del decreto-ley 9.875 de junio de 195618, “para 

                                                            
15Ministerio de Obras Públicas de la Provincia de Buenos Aires, Dirección de Vialidad, Segundo Congreso 

Vial de la Provincia de Buenos Aires, Publicación Nº 53, marzo 1965, p. 22. 
16Carreteras, N° 1, enero-marzo 1955, p. 22. 
17Carreteras, N° 2, abril-junio 1955, pp. 40-42. 
18RA, Boletín Oficial, 8/6/1956, pp.1-2. 
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beneficio de todo el país y en modo particular, para beneficio directo e inmediato de los 

productores rurales”.19 Entre los fundamentos del proyecto propuesto por la DNV, se 

declaraba la necesidad de restaurar la economía del agro a través de un rápido y económico 

desplazamiento de las cosechas, lo cual tendería a la disminución de costos, al aumento del 

área sembrada y al arraigo de la población campesina. El objetivo puntual era la 

construcción, mejoramiento y conservación de caminos que comunicaran las unidades o 

centros de producción agrícola con las estaciones ferroviarias, puertos y caminos 

pavimentados, y de otros caminos utilizados preferentemente para el transporte de 

productos agrícolas, como asimismo la adquisición de equipos y materiales necesarios (art. 

1). Los caminos que integrarían la red vial de fomento agrícola se emplazarían 

preponderantemente en zonas de jurisdicción provincial o municipal, lo cual obligaba a 

obtener la conformidad de las autoridades locales. Para ello se aunaría la labor de la 

Nación, las provincias y las comunas, como asimismo la cooperación de los propios 

interesados.  

A los efectos de ese decreto-ley, se instituyó un fondo de $ 1.500.000, a invertirse en cinco 

años. Se crearon dos sistemas de caminos agrícolas, denominados de primera y segunda 

categoría. Los de primera categoría, cuya construcción se delegó a las provincias acogidas 

al plan, constituirían colectoras con conexión con las redes pavimentadas provinciales o 

nacionales. Los de segunda categoría estarían formados por los caminos de penetración 

directa y facilitarían la salida de la producción agrícola desde las chacras hasta las redes de 

primera categoría o redes provinciales o nacionales pavimentadas o bien los centros de 

consumo, distribución y transporte. Estos últimos caminos se realizarían por el régimen de 

Consorcios Camineros y la administración de los fondos quedó reservada a Vialidad 

Nacional. Para los caminos de la red de primera categoría se asignó el 40% de los fondos 

arbitrados, equivalente a m$n 600.000.000 (Fondo A), que se distribuiría entre las 

provincias de acuerdo a su producción agrícola, población y superficie (arts.2 y 3). El 60% 

restante, o sea m$n 900.000.000, quedó reservado para los caminos de segunda categoría 

(Fondo B).  

                                                            
19RA, MOP, Administración General de Vialidad Nacional, Memoria. 1954-1955-1956, p. 37. 
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Este plan concreto hacia caminos les dio un esquema de financiamiento y una estructura 

organizativa descentralizada. Aquellas Municipalidades que adscribieran a la normativa, 

deberían crear dos organismos. Por un lado, una Comisión Vial honoraria de cinco 

miembros presidida por el Intendente que se abocaría al estudio de las necesidades viales 

locales, así como al impulso, la aprobación, la administración y el contralor de los 

consorcios encargados de la construcción y conservación de caminos (art. 12). Por otro, los 

Consorcios Camineros, constituidos por al menos cinco vecinos interesados en la 

construcción del camino que solicitaran. Se materializarían mediante un acta labrada y 

tendrían a su cargo la función ejecutiva y de financiación del aporte mínimo del 20% del 

costo de los trabajos. Podrían ejecutar las obras mediante licitación, concurso de precios, 

adjudicación directa o bien por administración y su aporte se materializaría ya sea en dinero 

como en servicios, materiales o cualquier otra forma que significara una inversión 

computable. Si bien estos ya detentaban status legal desde los años treinta, fue enaltecida su 

función y precisado su funcionamiento. 

He aquí entonces la fijación de dos principios básicos para desarrollar el camino comunal: 

la intervención de la Municipalidad y el aporte del beneficiario directo del camino. 

Considerada como pilar fundamental para el desarrollo de los caminos vecinales, a la 

Municipalidad se le brindaba asistencia técnica y económica por parte de los poderes 

centrales. Es decir, la comuna tendría participación en las decisiones y capacidad de acción, 

colaborando con el poder central.  Para que ello fuera posible, fue dotada de autarquía en lo 

referido a la planificación, aprobación de proyectos y presupuestos, ejecución y 

certificación de obras. 

Otro aspecto importante de la ley se refiere a la contribución de beneficiarios directos del 

camino, sea en mano de obra, dinero, equipos, cesiones de tierra, etc. En este esquema 

corporativo –en sentido laxo-, los intereses privados eran incorporados al esquema estatal. 

Podría pensarse que dicha presencia fue un signo de una concepción estatal de nuevo tipo, 

sustentada en la articulación con los intereses privados.20 Además, la cuestión podría 

                                                            
20 Esta idea se matiza al remontarnos a la forma de financiamiento implementada por la novel DNV para 

construir la red caminera, la cual radicaba en el establecimiento de una tasa indirecta a pagar por quien usaba 

y se beneficiaba del camino (impuestos a la nafta, a la venta de automóviles y accesorios). 
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contemplarse de un modo más amplio, en tanto garantía de despolitización de las 

instituciones públicas. En tal sentido, recordemos que en los discursos de los gobernantes 

posteriores a 1955, la “democratización” y “moralización” de la política se convirtió en una 

de las principales banderas. Desde el Estado se desarrolló una actitud favorable al diálogo 

con vecinos e asociaciones locales. Eran los intereses particulares –a través de la figura 

legal del Consorcio Caminero- los que debían tomar la iniciativa y configurar los 

problemas públicos que se imponían a la agenda estatal. Se procuraba así posicionarlos 

como legítimos interlocutores del Estado en representación de un interés local o sectorial. 

De modo que el Plan, al fortalecer los consorcios21 y las comisiones municipales como 

instancias de acción pública, pautó una nueva delimitación de espacios y funciones entre 

Estado y sociedad civil. 

El decreto-Ley fue reglamentado por el decreto 18.219/56 y puesto en práctica al año 

siguiente, después de que la DNV adquiriera los equipos necesarios y dictara las 

reglamentaciones y normas administrativas especiales, como ser el Reglamento de los 

Consorcios Camineros Vecinales y los Estatutos de las Comisiones Viales (resolución 

ministerial 2.300/56).22Además, lo dio a conocer en el ámbito rural, para lo cual colaboró 

activamente la Asociación Argentina de Carreteras con la impresión de afiches y folletos 

para su difusión.23 

Inicialmente, el decreto-ley previó, como único medio de financiamiento, los aportes del 

gobierno nacional. Como los recursos quedaron totalmente insumidos en el ejercicio 1960-

61, el gobierno nacional asignó nuevos fondos por medio de la ley 15.273/60 (art.19).24 Tal 

como indican las sucesivas modificaciones (ley 16.450/62, decreto 3.696/60, ley 

19.527/72), en la práctica el programa inicial de la institución se vio forzado a 

complejizarse en lo referido a la obtención de fondos, al sumarse a los recursos públicos las 

                                                            
21 Si bien los consorcios camineros ya existían desde antes de la sanción de la ley nacional 11.658, a partir de 

ese momento en algunas provincias tuvieron una notable expansión. Luego, la falta de recursos, adecuada 

organización y elementos mecánicos forzaron a su desaparición. 
22RA, MOP, Administración General de Vialidad Nacional, Memoria. 1954-1955-1956, p. 38. 
23Carreteras, N° 43, 1967, p. 12. 
24 Dirección Nacional de Vialidad, extraído delInforme de la República Argentina para la segunda sesión de 

la Comisión Especial II del Consejo Interamericano Económico y Social: desarrollo agrícola y reforma 

agraria, 1963, p. 198. 
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retenciones a las exportaciones. De esta manera, se le otorgó una estructura permanente al 

Plan. Los resultados obtenidos son elocuentes al dar cuenta de una significativa inversión 

en la red vial. En cuanto al sistema de caminos de primera categoría, hacia 1963 la longitud 

construida fue de 10.000 km y la inversión realizada, de m$n 500.000.000.25 El sistema de 

caminos de segunda categoría contó con longitud construida y/o conservada de 70.000 km 

y una inversión de m$n 1.383.167.148 (Cuadro Nº 1). Estas cifras son simplemente 

presentadas como indicadores del vigor del Plan, aunque exigen de estudios diacrónicos 

más precisos que exceden los límites de este trabajo. 

Cuadro Nº 1: Síntesis de la labor realizada desde la iniciación del Plan de Caminos de 

Fomento Agrícola hasta el 15/4/1963 (Fondo B). 

DNV
Consorcios 

Camineros

Buenos Aires 110 745 818 31.425,20 302.636.585        195.299.133   107.337.453           

Catamarca 16 35 26 230,3 28.304.662          15.898.292     12.406.377             

Córdoba 1 224 363 24.360,20 134.920.929        98.644.275     36.276.654             

Corrientes 34 89 94 1.736,70 36.071.637          27.436.793     8.634.844               

Chaco 29 141 156 2.136,80 72.077.982          40.976.810     31.101.171             

Chubut 12 33 33 1.449,60 33.722.085          26.603.035     7.119.049               

Entre Ríos 54 90 40 486,40 54.066.633          40.590.132     13.476.501             

Formosa 1 15 22 429,80 31.094.943          24.875.955     6.218.988               

Jujuy 5 33 32 132,80 23.666.989          17.731.796     5.935.192               

La Pampa 60 119 152 10.285,80 52.534.567          35.448.781     17.085.785             

La Rioja 19 22 12 147,30 24.100.355          17.739.649     6.360.705               

Mendoza 1 76 77 2.019,30 72.020.958          54.564.244     17.456.714             

Misiones 26 30 28 742,40 26.570.361          20.876.720     5.693.641               

Neuquén 3 8 24 555,80 18.584.474          14.867.578     3.716.895               

Río Negro 1 40 136 3.380,70 48.946.731          35.878.064     13.068.666             

Salta 22 70 62 909,70 81.160.058          54.842.407     26.317.651             

Sam Juan 16 116 75 517,00 35.613.256          24.914.578     10.698.678             

San Luis 1 72 51 2.357,20 26.625.418          19.881.818     6.743.599               

Santa Cruz 8 15 17 1.158,30 28.314.814          21.296.173     7.018.641               

Santa Fe 282 338 487 13.323,60 113.536.151        83.598.384     29.937.767             

Sgo. del Estero 22 92 122 2.040,20 58.413.682          43.536.729     14.876.953             

Tierra del Fuego 2 18 9 67,30 2.860.312            2.150.337       709.975                  

Tucumán 13 75 59 2.440,20 77.323.566          58.678.169     18.645.397             

Totales 738 2496 2895 102.332,60 1.383.167.148     976.329.852   406.837.296           

Provincias

Aportes (m$n)
Comisiones 

Viales

Consorcios 

Camineros
Nº obras

Longitud 

(km)

Presupuesto           

(m$n)

 

Fuente: Dirección Nacional de Vialidad, extraído del Informe de la República Argentina para la segunda sesión de la 

Comisión Especial II del Consejo Interamericano Económico y Social: desarrollo agrícola y reforma agraria, 1963, p. 207. 

Aclaración: dentro de la longitud total se encuentra incluido el kilometraje de obras de conservación, repetido en algunos 

casos varias veces por sucesivas renovaciones de los convenios correspondientes. La longitud neta de caminos construidos 

y/o conservados puede estimarse en 70.000 km. 

                                                            
25 Dirección Nacional de Vialidad, extraído delInforme de la República Argentina para la segunda sesión de 

la Comisión Especial II del Consejo Interamericano Económico y Social: desarrollo agrícola y reforma 

agraria, 1963, p. 206. 
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El éxito del Plan se tradujo en una red estimada de 400.000 km en todo el país, de los 

cuales se destacan alrededor de 120.000 km localizados en la provincia de Buenos Aires.26 

El sistema fue despojado de recursos en los inicios de la última dictadura militar. A partir 

de entonces, sólo existieron esfuerzos individuales de algunas provincias, que poco a poco 

fueron desapareciendo. 

La política vial de la “Revolución Libertadora” ostentó cierta capacidad de condensación de 

expectativas sociales. La prensa, como constructora de la realidad pública, impulsó 

retóricamente la obra vial. Haciéndose eco del lanzamiento de la medida, destacó su 

importancia económica. La Nación puso el foco en el desarrollo de un plan de caminos 

considerados de fomento para la producción agraria, por cuanto el alcance de sus beneficios 

era primordialmente el de permitir el fácil y rápido desplazamiento de los productos a 

destino”.27 “Contempla la construcción de caminos a las zonas de producción agrícola” y 

“Destinan 1500 millones para el Fomento Agrícola” subrayaron respectivamente La Prensa 

y Clarín.28 Similar acento pusieron los periódicos de circulación bonaerense: “Tiende a 

restablecer la economía agropecuaria” anunciaba El Argentino29y destacaba El Día el 

“importante decreto” para “restaurar la economía del campo”.30 En todos los casos, la 

prensa transcribió la propuesta y destacó su relevancia, pero no procedió a un análisis 

pormenorizado. 

La revista Carreteras también aprobó la medida: “No hay duda de que el sistema empleado 

por el gobierno para favorecer el desarrollo económico del país es uno de los más eficientes 

y seguros de cuantos pudieran haberse elegido”. Agregaba que “este tipo de caminos no son 

ramales (vecinales) del sistema vial, sino, por el contrario, sus raíces. Ellos “alimentan” al 

aparato y justifican su existencia”.31 La Cooperación, órgano de prensa de la Asociación de 

Cooperativas Argentina, se hizo eco de la reglamentación del decreto-ley 

9.875.32Curiosamente, la Sociedad Rural Argentina, a través de sus medios de expresión 

                                                            
26Carreteras, N° 169, marzo de 2003, p. 15. 
27La Nación, 2/6/1956, p. 2. 
28La Prensa, 2/6/1956, p. 1.Clarín, 2/6/1956, pp. 1 y 6. 
29El Argentino (La Plata), 2/6/1956, p. 1. 
30El Día (La Plata), 2/6/1956, p. 4. 
31Carreteras,  N° 6, abril-junio de 1956, p.2. 
32La Cooperación, 5/10/1956, p. 1. 
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(Memorias, Anales y discursos en exposiciones), no le dio primacía al tema. Sólo hemos 

hallado una nota de 1957 en la que menciona la gravitación del plan de caminos rurales en 

la pronta mejoraría del transporte de la producción, tema por el que mostraba suma 

preocupación.33 

 

5- Derivaciones en la provincia de Buenos Aires 

Las provincias se adscribieron unánimemente a los beneficios del Plan, y la provincia de 

Buenos Aires no fue la excepción. En efecto, luego de haber declarado la recuperación de  

la autarquía de la Dirección de Vialidad de la Provincia (decreto 7823/56), el gobierno 

declaró el acogimiento al Plan de Caminos de Fomento Agrícola en agosto de 1956, “para 

dotar a su territorio de una red caminera amplia, moderna, eficiente y racional, para 

satisfacer las necesidades crecientes de la economía provincial”.34 Esta decisión se enmarca 

en la defensa de la acción gubernamental a favor de la vialidad como estrategia para 

afianzar el agro, que se esbozó durante la intervención militar (1955-1958) y se afianzó 

posteriormente, durante la gestión de Alende (1958-1962) (Lázzaro, 2008). Se advertía la 

necesidad de crear en el interior bonaerense nuevas estructuras viales que detuvieran el 

éxodo hacia el Gran Buenos Aires y, por ende, la deformación del desarrollo. Una de las 

flagrantes responsables de dicha deformación eran las rutas nacionales pavimentadas que, 

diseñadas de modo radial, habían  relegado a las poblaciones a la condición de tributarias 

del crecimiento desproporcionado de la Capital Federal. Urgía, en consecuencia, realizar 

una red de rutas transversales, para democratizar el mapa de la provincia. Asimismo, el 

gobierno apuntaba contra un modelo de desarrollo basado en la inequidad entre el aporte 

impositivo que en concepto de impuesto a la nafta hacían los usuarios bonaerenses y el 

aporte del gobierno nacional para la construcción y cuidado de carreteras. La preocupación 

                                                            
33Anales SRA, vol. 91, marzo de 1957, p. 146. 
34Provincia de Buenos Aires (PBA), Ministerio de Gobierno, Registro Oficial, 1956, vol. VII, pp. 1564-1565. 
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vial fue expuesta por el ministro de Asuntos Agrarios Reynal O´Connor ante la Junta 

Consultiva bonaerense el 6 de septiembre de 1956.35 

Con respecto al Plan de Caminos de Fomento Agrícola,  se trabajó con ahínco.  Los datos a 

los que hemos podido acceder revelan que al año y medio de la aplicación del Plan, el 

monto de las 430 obras ejecutadas en la provincia ascendía a $ 30.204.107 (Mapa 1). Los 

guarismos del Cuadro 1 expresan que allí, en relación al total del país, se formó la mayor 

cantidad de consorcios camineros (29,8%), se emprendieron la mayor cantidad de obras 

(28,2%), se construyó la mayor longitud de caminos (30,7%) y se utilizó mayor cantidad de 

presupuesto (21,8%). De modo que la combinación entre los aportes de la DNV y los 

consorcios dio lugar a una fructífera acción. 

  

Mapa 1: Monto de las obras realizadas, por zonas, en la provincia de Buenos Aires en 

concepto del Plan de Caminos de Fomento Agrícola, de enero de 1957 a junio de 1958. 

                                                            
35Asuntos Agrarios, Publicación del Ministerio de Asuntos Agrarios, año IV, Nº 37, septiembre de 1956, pp. 1 

y 9. 
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Fuente: MOP de la Provincia de Buenos Aires, Vialidad. Revista de la Dirección de Vialidad, año II, Nº 4, julio-agosto-

septiembre 1958, p. 43. 

 

La provincia amalgamó la obra vial con las municipalidades. En sintonía con los postulados 

nacionales, el gobierno provincial arengaba que la solución del problema caminero radicaba 

en la eficacia y la coordinación entre la Nación, la provincia y las comunas, para lo cual era 

necesario dotar a los poderes locales de organizaciones permanentes con capacidad técnica 



20 

 

y financiera. A esta línea de acción que apostaba por el sistema agrario y la reivindicación 

del ámbito local, contribuyó el régimen de Coparticipación Vial Municipal (decreto-ley 

17.861/57). El mismo propendía al mejoramiento y la conservación de los caminos de 

jurisdicción municipal, por los que circulaba la riqueza agropecuaria, quedando excluidos 

aquellos localizados en zonas urbanas o urbanizadas.36 Entre los considerandos del decreto, 

se aducía el protagonismo de la Municipalidad en la tarea, la falta de recursos y la 

importancia de una obra vial continua, metódica y orgánica. Por este régimen, en los planes 

de trabajo de la Dirección de Vialidad se debía prever una partida del 10% como mínimo 

total anual de recursos para distribuir entre las comunas adheridas. La distribución 

guardaría relación no sólo con la superficie y producción agropecuaria, sino también con la 

inversión municipal. De modo que, además de la extensión, se concedía prioridad a 

aquellas localidades que demostraran capacidad productiva y compromiso local con la obra 

pública (con fondos propios).Las cifras indican un notable incremento de los aportes 

provinciales a las comunas para la obra caminera.37 Por otro lado, vale la pena destacar la 

creación de  doce Consejos Zonales que, integrados por los intendentes, intervenían en la 

aprobación de los planes de inversiones. Tenían el carácter de asesores y vinculaban a las 

distintas comunas. 

El énfasis en los caminos municipales se reconoce también en el decreto-ley 12.186/61, por 

el cual la Provincia se acogió a la ley nacional 15.274/60. Indicó expresamente que la 

inversión de estos fondos sería para caminos vecinales no comprendidos en la red 

provincial primaria y secundaria. Por último, aunque amerita un análisis exhaustivo y 

particular, merece mención el Plan Vial 1959-1963, como vía de generación de nuevas 

fuentes de riqueza y de descentralización social, política y económica de la provincia. 

Tendía a estimular el desarrollo de las zonas económicamente rezagadas y permitía 

convenir con las Municipalidades la realización de caminos de las redes provincial y 

comunal. 

                                                            
36 PBA, Ministerio de Gobierno, Registro Oficial, 1957, vol. X, pp. 1067-1072. 
37Por ejemplo, se preveía que de $20.000.000  en 1958 se pasara a $50.000.000 en 1960.  MOP de la 

Provincia de Buenos Aires, Vialidad. Revista de la Dirección de Vialidad, año II, Nº 4, julio-agosto-

septiembre 1958, p. 42. 
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En síntesis, fue en una coyuntura marcada por las expectativas en torno a la 

descentralización, la eficiencia y la promoción del agro, que el Plan de Caminos de 

Fomento Agrícola impulsó en la provincia de Buenos Aires iniciativas viales que excedían 

el sistema de caminos troncales. El Estado provincial comenzó a ofrecer mayor ayuda 

financiera a las comunas y les imponía a cambio una serie de obligaciones: la planificación 

y fiscalización técnica de las obras y la contribución con fondos propios.  

 

Reflexiones finales 

La reflexión sobre la obra vial rural como política pública en la Argentina luego de la caída 

del peronismo no puede desligarse de un análisis de los procesos políticos, económicos, 

sociales e ideológicos que tuvieron al país por escenario en esa época. Aunque formaban 

parte de una historia vial más extensa, que halló en los años treinta un momento de 

consolidación, la especificidad que alcanzaron los caminos rurales a mediados de los 

cincuenta se vinculó con determinadas condiciones políticas, económicas e ideológicas. En 

el plano político, el período se caracterizó por el derrocamiento de Juan D. Perón, que 

inauguró recambios de dirigencias, elencos técnicos y agendas de gobierno, así como un 

énfasis discursivo en la democratización y la descentralización. En el plano económico, se 

registró un crecimiento de la actividad agraria destinada a los mercados externos, en 

especial durante los sesenta. Este proceso no sólo encontró un soporte en la difusión de 

tecnología, sino también en políticas más favorables hacia el sector. El paulatino retroceso 

del ferrocarril y la agudización del éxodo rural resultan telón de fondo y punto de referencia 

en la temática. Además, cabe destacar la influencia del desarrollismo, en el sentido de su 

defensa del Estado como proveedor de infraestructura para alcanzar el desarrollo. La 

confluencia de esta serie de cambios impulsó una acción pública más definida y sistemática 

sobre los caminos municipales o terciarios.  

Ya desde la década de 1920, en la Argentina fue cobrando fuerza una acción pública 

orientada al diagnóstico y a la búsqueda de soluciones en materia vial, delineándose un 

consenso en torno a que los caminos constituían una clave para el progreso material y 

moral de la nación. Ahora bien, ¿en qué sentido era nueva, entonces, la aspiración de 



22 

 

control territorial plasmada a mediados de la década de 1950 en el Plan de Caminos de 

Fomento Agrícola? En primer lugar, el sistema de caminos municipales pasó a ser pensado 

de modo integral por el Estado, delineando un esquema de financiamiento y una estructura 

organizativa descentralizada, en coordinación con las direcciones de vialidad provinciales, 

los municipios y los vecinos. La orientación a la descentralización implicaba una 

transferencia de la Nación a las provincias, Municipalidades e incluso instituciones 

particulares. Junto a entidades vecinales, diversas reparticiones públicas trabajaron 

mancomunadamente en la tarea de cimentar una mayor apropiación del territorio nacional. 

La revalorización del territorio local y de sus habitantes y autoridades fue contemporánea 

de la obra de construcción de caminos rurales.  

En segundo lugar, el sistema de caminos municipales abría la posibilidad de participación 

de los beneficiarios, a través de la conformación de consorcios. En rigor, si bien estos ya 

detentaban status legal desde los años treinta, el Plan ofició de disparador de expectativas 

colectivas en torno a los mismos. La disponibilidad de recursos y la reglamentación 

encontraron bases en múltiples actores y fuerzas sociales movilizadas.  

En suma, la novedad se expresó en el tipo de intervención, en la definición del beneficiario 

así como en la participación de los distintos actores. El Estado nacional, a través del Plan, 

marcó su presencia en la red municipal y su acción se manifestó fuertemente en las zonas 

rurales. Si bien el Estado se arrogaba un papel clave para el desarrollo de las acciones 

viales, se valoraba la participación de distintos organismos y niveles gubernamentales, así 

como organizaciones de la sociedad civil. Preveía de este modo una intervención 

coordinada –con el aporte de recursos, mano de obra, materiales, asesoramiento, control, 

etc.- a partir de una planificación cuyas coordenadas debían estar planteadas por la DNV. 

El sujeto de la intervención pública era el productor rural, necesitado de un transporte más 

ágil y económico que lo comunicara con los centros de consumo y que lo desincentivara del 

abandono del campo.  

El Plan encontró aceptación en el gobierno de la provincia de Buenos Aires, tal como lo 

evidencia la cantidad de obras realizadas, la proliferación de consorcios camineros y la 

legislación vial complementaria. Con esta última se apuntaba a compatibilizar tres 
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cuestiones esenciales: el respeto al federalismo, la contribución de la comunidad local y el 

financiamiento. La piedra de toque era la ayuda federal y provincial, con la que se 

construirían caminos municipales. De esta manera, se cristalizó un consenso  en torno a la 

cuestión caminera que excedió al sistema de caminos troncales. Si bien el tema es complejo 

y la evaluación puntual de su evolución e impacto supera los alcances de este trabajo, deja 

planteada la visibilidad que adquirió la concepción de los caminos municipales como 

cuestión pública. 
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